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UNA BUENA NOTICIA PARA TODOS: PERÚ Y CHILE ANTE LA 
CORTE INTERNACIONAL DE JUSTICIA

Elizabeth Salmón1

Resumen
El presente artículo reflexiona sobre la importancia e impacto que tiene el 
fallo sobre la delimitación marítima entre Perú y Chile emitido por la Corte 
Internacional de Justicia. La relevancia de esta sentencia radica en que cierra 
definitivamente las controversias sobre límites entre ambos Estados y abre un 
camino de mayor cooperación mutua. Aunque existen aspectos discutibles a 
nivel de la argumentación jurídica, este caso ejemplifica la tendencia de los 
países latinoamericanos a recurrir al derecho internacional para solucionar 
sus controversias, lo que, bien aplicado, puede abrir una vía hacia la confra-
ternidad no solo en lo fronterizo, sino en planos de distinta índole como la 
inversión económica. 

Introducción
Desde los inicios de la historia republicana latinoamericana, la relación entre 
Perú y Chile ha pasado por diversos momentos que han oscilado entre tensión 
y cooperación. En este contexto, los aspectos más discutidos en los últimos 
dos siglos han sido los concernientes a la delimitación terrestre y marítima. 
La primera obtuvo su fin con el Tratado de Lima de 1929 y la consiguiente dis-
tribución de Tacna y Arica2. Respecto de la segunda, contrariamente a la tesis 
sostenida por Chile, el Estado peruano ha indicado, en diversos momentos 
de su historia diplomática, que no existían fronteras marítimas delimitadas. 

1	 Doctora en Derecho Público por la Universidad de Sevilla (España). Profesora Principal de Derecho 
Internacional en la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica del Perú. Directora de 
la Maestría en Derechos Humanos y del Instituto de Democracia y Derechos Humanos de la misma 
universidad (IDEHPUCP).

2	 Artículo segundo del Tratado de Lima de 1929. 
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Uno de los puntos más álgidos de tensión se produjo a raíz de la demanda 
peruana del 16 de enero de 2008 ante la Corte Internacional de Justicia (en 
adelante, la Corte o CIJ). La sentencia de la Corte del 27 de enero de 2014 dio 
fin al problema de delimitación marítima entre Perú y Chile3. En este sentido, 
el fallo de la CIJ constituye un hito histórico que permite vislumbrar el futuro 
de nuestros Estados desde una óptica renovada, con la esperanza de que, a 
mediano y largo plazo, la cooperación entre los gobiernos y las poblaciones 
vecinas se incremente. A su vez, se trata de una nueva muestra de una clara 
opción por la paz en nuestra región, donde se han dado varios casos de 
solución pacífica de controversias internacionales. 

La delimitación de fronteras tiene efectos externos e internos4. Los prime-
ros se refieren al trazado que fija el ámbito espacial de la soberanía territorial 
de un Estado. La claridad de las fronteras disminuye la posibilidad de con-
flictos vecinales vinculados con la conservación de la integridad territorial. 
En este sentido, si en estos últimos años el intercambio peruano chileno en 
lo económico se ha fortalecido, con la delimitación se espera que el vínculo 
vecinal se extienda y revitalice en los más diversos ámbitos. Por su parte, los 
efectos ad intra o internos conllevan a que se fortalezca la cohesión nacional 
de cada Estado, dado que se reivindica la noción de identidad común de una 
población en base a un territorio claramente determinado. 

En este contexto, el propósito del presente artículo es reflexionar sobre el 
significado e impacto que tiene el fallo de la CIJ en el caso de delimitación 
marítima entre Perú y Chile. En primer lugar, se hará una presentación preli-
minar del panorama latinoamericano, zona que se ha caracterizado por tener 
varios problemas de delimitación fronteriza y en la que los Estados han acu-
dido a instancias internacionales para solucionar sus controversias y, por ello, 
al derecho internacional. Luego, se analizarán los aspectos más importantes y 
discutidos del fallo sobre el caso Perú contra Chile, como son el acuerdo tácito 
para la delimitación de las primeras 80 millas, la aplicación del principio de 
equidistancia, la implementación y ejecución del fallo, y las consecuencias de 
este en la delimitación de la frontera terrestre. Por último, se tratará de avizo-
rar el impacto del fallo en las relaciones entre Perú y Chile y cómo constituye 
un paso hacia la paz positiva en la región. 

3	 CIJ, Diferendo marítimo Perú contra Chile, sentencia del 27 de enero de 2014. 

4	 Moraczewska, Anna, “The Changing Interpretation of Border Functions in International Relations”, 
en Revista Română de Geografie Politică, Año XII, N° 2, nov. 2010, p. 330. 
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1. Latinoamérica y el derecho internacional del mar 

El mar como objeto de estudio ha sido motivo de arduas discusiones desde 
los inicios mismos del derecho internacional5. Una de las obras cumbres de 
Hugo Grocio, Mare Liberum (1604), refleja, por ejemplo, la conciencia sobre la 
importancia e impacto del derecho del mar no solo para Europa, sino también 
para otras latitudes6. Luego de un largo proceso de evolución, el derecho del 
mar se consolidó con la entrada en vigor de la Convención sobre el Derecho 
del Mar de Naciones Unidas de 1982 (en adelante, Convemar o Convención 
de Montego Bay). A partir de este tratado, la CIJ ha dirimido con frecuencia 
controversias entre Estados relativas a espacios marítimos7. Se trata de fallos 
fundados en derecho cuyas implicancias son relevantes para las relaciones 
internacionales contemporáneas. 

En Latinoamérica, el derecho del mar ostenta una relevancia particular. 
En efecto, la geografía de esta región se inscribe en un contexto histórico 
de descolonización (Chile y Perú se independizaron de la Corona de España 
en 1810 y 1821, respectivamente). Pese a que los Estados latinoamericanos 
consiguieron la independencia a comienzos del siglo XIX, no se contó, en 
todos los casos, con una clara definición de límites terrestres y marítimos 
hasta entrado el siglo XX, e incluso hasta comienzos del XXI8. Frente a estos 

5	 Bákula, Juan Miguel, La imaginación creadora y el nuevo régimen jurídico del mar. Perú y Chile: ¿El 
desacuerdo es posible?, (Universidad del Pacífico), 2008.

6	 Anand, Ram Prakash, Origin and Development of the Law of the Sea, Publications on Ocean Develo-
pment, Vol. 7, (Martinus Nijhoff Publishers), 1983, pp. 2-3. 

7	 Jiuyong, Shi, “Maritime Delimitation in the Jurisprudence of the International Court of Justice (The 
Wang Tieya Lecture in Public International Law)”, en Chinese Journal of International Law, (Oxford 
Journals), 2010, p. 274. La Convemar entró en vigor el 16 de noviembre de 1994. Hasta esa fecha, la 
CIJ había emitido tres sentencias sobre delimitación marítima, habiendo sido solo una de ellas ante-
rior a la firma de la Convemar. En ese contexto se encuentran los casos de Plataforma Continental del 
Norte entre Alemania y Países Bajos / Alemania y Dinamarca, sentencia del 20 de febrero de 1969; 
caso sobre la Disputa fronteriza terrestre, insular y marítima entre El Salvador y Honduras, sentencia 
del 11 de septiembre de 1992; y caso de Delimitación marítima en el área entre Groenlandia y Jan 
Mayen, entre Dinamarca y Noruega, sentencia del 14 de junio de 1993. Luego de la fecha de entrada en 
vigor de la Convemar, existen cinco sentencias de la Corte sobre delimitación marítima: a) Cuestiones 
de Delimitación marítima y territorial entre Qatar y Bahréin con sentencia del 16 de marzo de 2001; 
b) Límite Territorial y Marítimo entre Camerún y Nigeria con sentencia del 10 de octubre de 2002; c) 
Diferendo territorial y marítimo entre Nicaragua y Honduras en el Mar del Caribe con sentencias del 
8 de octubre de 2007 y del 13 de diciembre de 2007; d) Delimitación marítima en el Mar Negro, entre 
Rumania y Ucrania, con sentencia del 3 de febrero de 2009; e) y el caso entre Perú y Chile, que se 
analiza en el presente artículo.

8	 Ello se ve ilustrado, en el caso peruano, no solo por la controversia en materia de límites marítimos 
con Chile, sino también respecto de los límites terrestres logrados recién en 1942 entre Perú y Ecuador 
con el Protocolo de Paz, Amistad y Límites de Río de Janeiro. Respecto a la delimitación entre estos úl-
timos dos países, destaca el intercambio de notas de mayo de 2011. Puede tomarse también en cuenta 
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problemas, los países latinoamericanos se han acercado a los mecanismos 
judiciales internacionales, siendo varios los casos que demuestran el alto nivel 
de confianza que los Estados tienen depositada en la CIJ para resolver sus 
controversias9. Países como Honduras, Nicaragua y Colombia dan muestras 
de ello. El hecho que Perú y Bolivia, respectivamente, hayan llevado sus casos 
contra Chile a la Corte confirma la tendencia regional hacia la opción por 
los mecanismos de solución pacífica de controversias que ofrece el derecho 
internacional. 

Ello se refleja también en la existencia del Tratado Americano de Solucio-
nes Pacíficas (Pacto de Bogotá)10 –instrumento que fue ratificado por Perú 
el 28 de febrero de 1967 y por Chile el 21 de agosto del mismo año–, que en 
su artículo XXXI concede la jurisdicción a la CIJ para examinar problemas 
relativos al derecho internacional11. Y es que, como sostiene Cançado Trinda-
de, “el célebre Pacto de Bogotá (…) no deja de ser un aporte a la (…) formula-
ción y sistematización de los métodos de solución pacífica de controversias 
internacionales”12.

En este contexto, resulta una excepción el comportamiento de Colombia 
de impedir a Nicaragua acceder al Caribe luego del fallo de la Corte en el caso 
de delimitación terrestre y marítima entre ambos países de 201213. Debe in-

la delimitación territorial entre Perú y Colombia con el Tratado Salomón Lozano de 1922. Otro caso 
importante sobre este punto es el de CIJ, Diferendo territorial y marítimo entre Nicaragua y Honduras 
en el mar del Caribe, sentencia del 8 de octubre de 2007, párr. 146 y ss. En esta controversia, Nicaragua 
y Honduras, por ejemplo, no están de acuerdo respecto de los efectos del principio uti possidetis iuris 
sobre la soberanía de las islas en disputa.

9	 Cabe mencionar los siguientes casos: íd.; CIJ, Diferendo relativo a los derechos de navegación y dere-
chos conexos, Costa Rica contra Nicaragua, sentencia del 13 de julio de 2009; CIJ, Plantas de celulosa 
en el río Uruguay (Argentina contra Uruguay), sentencia del 20 de abril de 2010. Entre los casos que 
aún están pendientes de resolución se encuentran aquel entre Bolivia y Chile sobre la obligación de 
negociar la salida al mar y la cuestión de delimitación de la plataforma continental más allá de las 200 
millas marinas entre Nicaragua y Colombia, entre otros. 

10	 Este tratado fue suscrito el 30 de abril de 1948 y entró en vigor el 6 de mayo de 1949. Catorce Estados 
a la fecha son partes del Pacto de Bogotá.

11	 Ese artículo declara: “De conformidad con el inciso 2° del artículo 36 del Estatuto de la Corte Inter-
nacional de Justicia, las Altas Partes Contratantes declaran que reconocen respecto a cualquier otro 
Estado Americano como obligatoria ipso facto, sin necesidad de ningún convenio especial mientras 
esté vigente el presente Tratado, la jurisdicción de la expresada Corte en todas las controversias de or-
den jurídico que surjan entre ellas y que versen sobre: a) La interpretación de un Tratado; b) Cualquier 
cuestión de Derecho Internacional; c) La existencia de todo hecho que, si fuere establecido, constituiría 
la violación de una obligación internacional; d) La naturaleza o extensión de la reparación que ha de 
hacerse por el quebrantamiento de una obligación internacional”.

12	 Cançado Trindade, Antônio Augusto, “Los aportes latinoamericanos al derecho y a la justicia interna-
cionales”, en Por todos Cançado Trindade, Doctrina latinoamericana del derecho internacional, (Corte 
IDH), 2003, p. 49. 

13	 CIJ, Diferendo territorial y marítimo, Nicaragua contra Colombia, sentencia del 19 de noviembre de 2012.
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dicarse que la Corte Constitucional de Colombia ha respaldado la postura del 
gobierno de Santos al no reconocer la obligatoriedad del fallo de la CIJ en ese 
caso14. En efecto, el tribunal constitucional ha indicado lo siguiente:

[L]as decisiones de la Corte Internacional de Justicia adoptadas a pro-
pósito de controversias limítrofes, deben ser incorporadas al derecho 
interno mediante un tratado debidamente aprobado y ratificado, en los 
términos del artículo 101 de la Constitución Política15.

Se ha decidido anteponer el derecho interno frente al derecho internacio-
nal. La reacción de Nicaragua ha sido la de acudir nuevamente a la CIJ para 
que este tribunal resuelva el incumplimiento del fallo. Considero que, en la 
medida que Nicaragua optó por acudir a la Corte en este caso y en otros que 
siguen pendientes, la tendencia de los Estados latinoamericanos a apostar 
mayoritariamente por los mecanismos de solución pacífica de controversias 
se ve reforzada antes que aminorada. 

Además, el nivel de incumplimiento de un fallo de la Corte es estadística-
mente muy bajo. Y es que resulta un sinsentido acudir a una instancia inter-
nacional sin tener la finalidad ex ante de cumplir con el resultado de su fallo, 
el cual es de obligatorio cumplimiento para las partes en virtud del artículo 
94 de la Carta de la ONU. Solo en casos excepcionales ha ocurrido la inob-
servancia, como, por ejemplo, en el asunto del Canal de Corfú, donde Albania 
rechazó cumplir con la sentencia debido al monto de indemnización fijado 
que debía pagar al Reino Unido por la destrucción de sus navíos Saumarez 
y Volage, así como por los muertos y heridos de ambas embarcaciones, en 
aguas albanesas16.

En relación a los problemas interestatales, debe respetarse la libre elección 
de mecanismos de solución; es decir, si bien existe la obligación del arreglo 
pacífico de controversias internacionales, el recurso a un mecanismo u otro 
dependerá de la voluntad de los Estados17. El abanico de mecanismos para el 

14	 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-269/14 del 2 de mayo de 2014. Ver también Latercera.
com, Corte Constitucional colombiana ratifica que límites no pueden ser modificados por La Haya, 2 
de mayo de 2014. 

15	 Corte Constitucional de Colombia, op. cit., párr. 1° de la decisión.

16	 CIJ, Canal de Corfú, sentencia del 15 de diciembre de 1949, pp. 248-250; Llamzon, Aloysius, “Jurisdic-
tion and Compliance in Recent Decisions of the International Court of Justice”, en European Journal 
of International Law, Vol. 18, N°5, 2008, p. 847. 

17	 Desde 1923, en el caso Carelia Oriental, sentencia del 23 de julio de 1923, p. 27, la Corte Permanente 
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arreglo de controversias es amplio, pudiendo clasificarse en procedimientos 
de solución jurisdiccional y procedimientos de solución no jurisdiccional. A 
los del primer tipo pertenecen el arbitraje y el arreglo judicial; a los del se-
gundo, la negociación, los buenos oficios, la investigación, la mediación y la 
conciliación. La práctica internacional se inclina por el empleo de medios no 
jurisdiccionales, especialmente, la negociación diplomática18. Debe destacar-
se que este mecanismo también fue un paso previo en la controversia entre 
Perú y Chile. Como se sabe, Chile se había mantenido firme en la postura de 
que las fronteras marítimas estaban establecidas entre ambos países. Debido 
a lo infructuoso de las negociaciones, se optó por la vía otorgada por el Pacto 
de Bogotá, que establece en su artículo XXXI que, de resultar improductivas 
aquellas, cabía la opción de llevar la controversia a la Corte.  

Adicionalmente, debe destacarse que ambos Estados evitaron la ruta de la 
improvisación al delegar el patrocinio del caso a connotados juristas interna-
cionales y especialistas en derecho del mar19. A su vez, antes del contencioso 
con Chile, Perú había estado “ligado” a la CIJ, orgánicamente, en el plano de 
la conformación de jueces y, a nivel procesal, como parte. El primer aspecto 
se refiere a que el jurista José Luis Bustamante y Rivero, presidente de la 
República del Perú entre 1945 y 1948, fue miembro de la CIJ desde 1961 
y presidente de ese tribunal de 1967 a 1970. Bajo su mandato, la Corte se 
pronunció acerca del asunto Barcelona Traction, uno de sus casos más conoci-
dos y estudiados, cuyo influjo se expresa en el concepto de obligaciones erga 
omnes20. Si bien el caso de delimitación marítima es el primero iniciado por 
Perú ante la CIJ, no es la primera vez que participa en una controversia ante 
este tribunal. En el caso Haya De La Torre, Colombia demandó al Perú para 
examinar el otorgamiento de asilo al antiguo político aprista. Al respecto, la 
Corte dictó dos sentencias, el 13 de diciembre de 1950 y el 13 de junio de 1951, 

de Justicia Internacional ha sostenido esta afirmación. Se trata de una obligación de comportamiento 
y no de resultado.

18	 Rodríguez Cuadros, Manuel, Delimitación marítima con equidad: El caso de Perú y Chile, (Peisa), 
2007, p. 75; Por todos González Campos, Julio Diego, Curso de derecho internacional público, (Civi-
tas), 2008, p. 959.

19	 El equipo peruano estaba encabezado por los coagentes Rodman Bundy, Vaughan Lowe, Alain Pellet, 
Tullio Treves y Michael Wood. Por su parte, los coagentes del equipo chileno fueron Pierre Marie Du-
puy, James R. Crawford, Jan Paulson, David A. Colson, Luigi Condorelli, Georgios Petrochilos, Samuel 
Wordsworth y Claudio Grossman. Ver CIJ, Diferendo marítimo de Perú contra Chile, op. cit., pp. 4-8. 

20	 CIJ, caso Barcelona Traction, Light and Power Company, Limited, sentencia del 5 de febrero de 1970, 
p. 32, párr. 33.
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en las que desarrolló su jurisprudencia respecto al asilo diplomático21. Por su 
parte, Chile había participado en una controversia contra el Reino Unido por 
territorio en la Antártida22 y queda pendiente para la Corte resolver el caso 
incoado por Bolivia en su búsqueda de salida al mar23.

En general, en nuestra región los Estados ven en el derecho internacional 
una vía de solución a sus problemas jurídicos interestatales. Hay una clara 
tendencia hacia la juridicidad y una apuesta por convivir pacíficamente y 
solucionar las controversias a través del derecho. Entre la ilegalidad del uso 
de la fuerza armada y el derecho internacional, los Estados latinoamericanos 
han optado por este último. Ello se explica también por la tradición de los 
juristas y diplomáticos de la región que han contribuido al estudio del derecho 
internacional24.

Justamente, el caso Perú contra Chile constituye una oportunidad de análisis 
único porque hace patente que el derecho internacional forma parte activa de 
la escena latinoamericana. Además, la participación y desenvolvimiento de 
los Estados peruano y chileno en las instancias judiciales internacionales han 
sido ejemplares. No obstante, el contenido de la sentencia ha suscitado una 
serie de aspectos controversiales en el plano jurídico. 

Cuadros: Casos de delimitación territorial resueltos por la CIJ en la que son 
partes Estados latinoamericanos 

Casos Partes Fechas de las sentencias

Diferendo fronterizo 
terrestre, insular y ma-
rítimo

El Salvador contra Hon-
duras (Nicaragua - intervi-
niente)

13 de septiembre de 1990

11 de septiembre de 1992

21	 CIJ, Derecho de Asilo, sentencia del 20 de noviembre de 1950; CIJ, Haya de la Torre, sentencia del 13 
de junio de 1951. 

22	 Este caso ante la CIJ no dio lugar a una sentencia y fue removido el 16 de marzo de 1956. 

23	 La demanda boliviana relativa a la obligación de negociar la salida al mar fue interpuesta el 24 de abril 
de 2013. 

24	 Bedjaoui, Mohammed, “L´humanité en quête de paix et de développement. Cours général de droit 
international public”, en Recueil des cours, tomo 324, (Martinus Nijhoff Publishers), 2006, p. 234. 
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Diferendo territorial y 
marítimo

Nicaragua contra  
Colombia

13 de diciembre de 2007 (Excepcio-
nes preliminares)

4 de mayo de 2011 (petición de 
Costa Rica a fin de poder intervenir)

4 de mayo de 2011 (petición de 
Honduras a fin de poder intervenir)

19 de noviembre de 2012

Diferendo marítimo Perú contra Chile 27 de enero de 2014

Casos por resolver Partes

Cuestión de la delimitación de la pla-
taforma continental entre Nicaragua 
y Colombia más allá de las 200 millas 
marinas de las costa nicaragüense 

Nicaragua contra Colombia 

Delimitación marítima en el mar del 
Caribe y del océano Pacífico

Costa Rica contra Nicaragua

Fuente: Elaboración propia

A continuación se evaluarán tales aspectos y se esbozarán las proyecciones 
a futuro en la construcción de una cordialidad fronteriza entre ambos Estados 
y en la integración de la región, una vez logradas las certezas sobre sus fron-
teras. Ello porque la indefinición de estas puede ser un factor que aumente 
las resistencias hacia una mayor integración jurídica, social, económica y en 
otros ámbitos.  

2. Aspectos discutidos del fallo

Una vez emitida la sentencia de la CIJ, las reacciones ante la argumentación 
vertida en el fallo fueron disímiles, con carácter crítico desde la parte chilena 
y manifestando un alto nivel de conformidad de la parte peruana.
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Los principales puntos controversiales han sido: la posibilidad de un acuer-
do tácito derivado del Convenio sobre Zona Especial Fronteriza Marítima de 
1954; la delimitación a partir del Hito N° 1 y el trazado del límite hasta la milla 
80 del paralelo; la aplicación del principio de equidistancia, partiendo de un 
punto lejano a las líneas de base; los pasos que se requieren para la imple-
mentación del fallo; y si el fallo tiene efectos sobre la delimitación terrestre. A 
continuación se analizará en detalle cada uno de estos problemas (para facili-
tar la comprensión de lo que sigue se presenta un mapa que ilustra el fallo de 
la CIJ en la página 497).

2.1. La posibilidad de un “acuerdo tácito” en la fijación de fronteras marítimas
Uno de los aspectos que ha suscitado mayores resistencias es el acuerdo tá-
cito de frontera marítima que se habría generado entre 1952 y 1954 y del 
cual daría cuenta el Convenio sobre Zona Especial Fronteriza Marítima de 
1954 en su artículo 125. En los casos que han sido elevados a ella, la Corte ha 
considerado necesario determinar si existe un acuerdo de carácter formal o 
tácito que dé sustento a la existencia de un límite marítimo26, de modo que 
admite la posibilidad de que un acuerdo tácito especifique fronteras. Se puede 
definir por acuerdo tácito o de facto aquel que se basa en el comportamiento 
de los Estados y que genera obligaciones y derechos internacionales entre las 
partes. Algunos autores lo identifican como implícito en la costumbre27, pero 
la mayoría se inclina por su diferenciación28. Sin embargo, es discutible si 
el acuerdo tácito constituye propiamente un tratado, puesto que se basa en 
acciones o comportamientos y no en declaraciones de voluntad. La Corte no 
especifica en su análisis este aspecto ni parece lograr diferenciarlo de la cos-
tumbre internacional. 

En este contexto, la CIJ tuvo que resolver si la Declaración de Santiago de 1952 
(“Declaración sobre Zona Marítima”) y el Convenio sobre Zona Especial Fronteri-
za Marítima de 1954 son propiamente tratados de límites marítimos. La posición 

25	 CIJ, Diferendo marítimo Perú contra Chile, op. cit., párr. 90.

26	 Jiuyong, op. cit., pp. 277-278. 

27	 Ver Por todos Rocha Ferreira, André, “Formation and Evidence of Customary International Law”, en 
UFRGS Model United Nations Journal, Vol. 1, 2013. 

28	 Waldock, Sir Claud, “General Course on Public International Law”, en Recueil des cours, tomo 106, 
1962, p. 49. El autor indica: “The question to which I referred at the beginning of this lecture, whether 
customary law rests upon the concordant recognition by States of the practice as law or upon a definite, 
if tacit, agreement between them, is not a merely academic question. For it closely affects the ambit of 
the operation of customary law. The view of most international lawyers is that customary law is not a 
form of tacit treaty but an independent form of law (…)”. 
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peruana era que estos instrumentos son, el primero, un acuerdo pesquero que 
define ciertos límites provisionales y, el segundo, un tratado específico “de natu-
raleza técnica y de carácter geográfico limitado”29. Por su parte, Chile señaló en 
su contramemoria que del Convenio sobre Zona Especial Fronteriza Marítima se 
puede asumir la existencia de límites laterales entre Chile, Perú y Ecuador30.

Con relación a lo primero, la Corte indicó que, en base a las declaraciones 
de 1947, no se establecía ninguna frontera marítima. Asimismo, determinó 
que la Declaración de Santiago de 1952 es un tratado31 y que, por ello, su inter-
pretación podía hacerse a partir de las normas consuetudinarias expresadas 
en los artículos 31 y 32 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tra-
tados32. En base al sentido ordinario del texto, la Corte dedujo que este último 
instrumento, si bien constituye un tratado, no lo es de límites marítimos y no 
recoge elementos para la delimitación de las zonas marítimas generales, sino 
que se concentra en los territorios insulares33.

Sin embargo, de acuerdo al tribunal, del artículo 3 del Decreto Legislativo 
peruano de 1947 y de la Declaración de Santiago de 1952 se desprende que 
Perú y Chile concebían que el criterio de delimitación era a través del paralelo 
geográfico. Como ha indicado el juez ad hoc Guillaume en su declaración:

El límite no había sido, por otra parte, establecido o por las proclama-
ciones unilaterales de 1947, o por la Declaración de Santiago, o por otro 
texto de tratado. Esto podría, por tanto, solo derivar de un acuerdo tácito 
alcanzado entre las partes antes de 195434.

En relación al Convenio sobre Zona Especial Fronteriza Marítima de 1954, 
la Corte indicó que este instrumento es decisivo para demostrar la existencia 
de una frontera marítima, no por el instrumento per se, sino en la medida que 
refleja un acuerdo tácito anterior. La CIJ sostiene al respecto: 

29	 CIJ, Diferendo marítimo Perú contra Chile, op. cit., párr. 89. 

30	 Contramemoria de Chile, Diferendo marítimo Perú contra Chile, p. 84, párr. 2.180.

31	 Ibíd., párr. 48. En este párrafo se señala que “(…) la Corte observa que no cabe duda que la Declaración 
de Santiago de 1952 es un tratado internacional”. (Traducción propia). 

32	 Ibíd., párr. 57. La Corte ha sostenido que tales normas son aplicables a tratados anteriores a la entrada 
en vigor de la propia Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969. Se trata de una 
aplicación del derecho consuetudinario.  

33	 Ibíd., párr. 60.

34	 Ver el párr. 8 de la Declaración del juez ad hoc Guillaume. 
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El Convenio de la Zona Especial Fronteriza Marítima de 1954 no indica 
cuándo y por qué medios esa frontera fue acordada. El reconocimiento 
expreso de las partes sobre su existencia, solo puede reflejar un acuerdo 
tácito al que llegaron previamente35.

El presidente Tomka lo dice con suma precisión en su declaración: “El 
Convenio sobre Zona Especial Fronteriza Marítima de 1954 no establece el 
límite marítimo pero reconoce su existencia”36. En opinión de la Corte, para 
que haya un acuerdo tácito que delimite fronteras marítimas, deben existir 
elementos probatorios convincentes37, en virtud de que el establecimiento de 
una frontera marítima es una cuestión de gran importancia para la sobera-
nía de los Estados. En esa línea, el acuerdo citado, según la Corte, brinda el 
suficiente material probatorio –que será respaldado, posteriormente, por los 
arreglos de 1968 a 1969 sobre los faros en las respectivas costas de ambos 
países– para configurar una frontera marítima que sigue el paralelo más allá 
de las 12 millas38. Adicionalmente, como las partes no distinguen entre las 
aguas suprayacentes y el fondo y subsuelo marino en los documentos discuti-
dos –principalmente en el Decreto de 1947 y la Declaración de 1952–, la Corte 
asume que no es necesaria tal distinción39. De este modo, la frontera tendría 
“vocación general”40.

Una de las grandes incógnitas que plantea el razonamiento de la sentencia es 
cómo llegó la CIJ a determinar que el acuerdo tácito se extendía hasta la milla 80 
y no hasta otra distancia. De los fundamentos se deduce que se basa en la costum-
bre de las partes (actividades pesqueras, entre otras). No obstante, en una materia 
tan importante como es la delimitación marítima, considero que se incurre en 
imprecisiones y en un empleo escaso de la práctica uniforme y constante para 
demostrar la existencia de una costumbre. En la jurisprudencia de este tribunal 
se emplean dos tipos de métodos para demostrar la existencia de una costumbre: 
inductivo y deductivo. El primero se centra en determinar la génesis de la cos-

35	 CIJ, Diferendo marítimo Perú contra Chile, op. cit., párr. 91. (Traducción propia). 

36	 Ver el párr. 2 de la Declaración del juez Tomka.

37	 CIJ, Diferendo territorial y marítimo entre Nicaragua y Honduras en el mar del Caribe, op. cit., párr. 
253.

38	 CIJ, Diferendo marítimo Perú contra Chile, op. cit., párr. 99.

39	 Ibíd., párr. 102. 	

40	 Íd. 
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tumbre internacional, desde la práctica general y constante. El método deductivo, 
en cambio, parte de la existencia de una opinio juris que se confirma a partir del 
elemento material de la costumbre. En el presente caso, la Corte pretende demos-
trar que existe una costumbre a partir del comportamiento de las partes, por lo 
que emplea el método inductivo; sin embargo, se produce un salto lógico en el 
empleo de este método al carecer de un sólido fundamento41.

Asimismo, debe tenerse en cuenta que los Estados latinoamericanos nor-
malmente han enfatizado la necesidad de tratados limítrofes de carácter ex-
preso o de la aplicación del principio uti possidetis42, no de acuerdos tácitos. 
Los propios jueces de la Corte han cuestionado este punto. Por ejemplo, el 
juez Sepúlveda Amor ha señalado:

Aunque el derecho internacional no impone ninguna forma particu-
lar en los medios y formas por las cuales los Estados podrán expresar 
su acuerdo de delimitación marítima, tratándose de una cuestión tan 
importante como el establecimiento de una frontera marítima, se es-
peraría encontrar evidencia adicional en cuanto a las intenciones de las 
partes fuera de la referencia aislada y limitada contenida en el Acuerdo 
de 1954, sobre todo en momentos en que Perú y Chile se comprometie-
ron de manera activa con los asuntos marítimos a nivel internacional43.

En esta misma línea, la jueza Sebutinde, en su declaración adjunta a 
la sentencia, ha afirmado lo siguiente: 

Si bien el Acuerdo de 1954 es un elemento importante a tener en 
cuenta para determinar si el Perú y Chile acordaron delimitar sus 
respectivas zonas marítimas, tomado por sí solo, ese Acuerdo no de-

41	 Para mayores luces sobre el método inductivo, ver la sentencia de Plataforma Continental del Mar del 
Norte. Asimismo, Álvarez-Jiménez, Alberto, “Methods for the Identification of Customary Internatio-
nal Law in the International Court of Justice”, en International and Comparative Law Quartely, Vol. 60, 
N° 3, julio 2011, pp. 681-712. 

42	 Sánchez Rodríguez, Luis Ignacio, “L’uti possidetis et les effectivités dans les contentieux territoriaux 
et frontaliers”, en Recueil des Cours, tomo 263, (Martinus Nijhoff Publishers), 1997, pp. 149-382. La 
esencia de este principio “[…] reside, sobre todo, en asegurar el respeto de los límites territoriales en 
el momento de la accesión a la independencia. Esos límites territoriales podrían ser no más que deli-
mitaciones entre divisiones administrativas o colonias, todas ellas sometidas al mismo soberano. En 
este caso, la aplicación del principio del uti possidetis comportaba la transformación de las fronteras 
administrativas en fronteras internacionales propiamente dichas”. CIJ, Controversia fronteriza Burki-
na Faso contra República de Mali, sentencia del 22 de diciembre de 1986, párr. 54.

43	 Ver párr. 10 de la Declaración del juez Sepúlveda Amor. (Traducción propia). 
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muestra suficientemente la existencia de un acuerdo, a todo propó-
sito, de frontera marítima. La existencia o no de un límite acordado 
debe ser determinado a través de un examen a fondo de la práctica de 
las Partes en la controversia, de los cuales el Acuerdo de 1954 es solo 
un ejemplo44.

En efecto, para que se configure un acuerdo tácito o de facto que delimite 
fronteras marítimas, deben existir elementos probatorios convincentes, dado 
que el establecimiento de una frontera es una cuestión de gran importancia 
para las relaciones interestatales. Ahora bien, que los Estados normalmente 
utilicen tratados expresos no descarta la existencia de otro tipo de acuerdos 
en el derecho internacional sobre esta misma materia. Sin embargo, como 
indicó la juez Donoghue, en el caso Perú contra Chile era necesario contar con 
mayores indicios que corroboraran la intencionalidad de las partes de con-
traer obligaciones a partir de un acuerdo tácito, dado que ambos no tenían en 
consideración tal posibilidad, como se deriva de los documentos presentados 
ante la CIJ45. Supuesto diferente es el del Diferendo territorial y marítimo entre 
Nicaragua y Honduras en el Mar del Caribe del 8 de octubre de 2007, en que 
Honduras alegó este argumento46.

Por otra parte, el estándar de prueba parece disminuir. En el caso Nica-
ragua contra Honduras no se admite el argumento de que el acuerdo tácito 
sigue el paralelo 15 presentado por este último. La Corte, para ello, indicó lo 
siguiente:

La Corte ha de determinar si existió un acuerdo tácito suficiente para 
establecer una frontera. La evidencia de un acuerdo tácito en derecho 
ha de ser convincente. El establecimiento de una frontera marítima 
permanente es un problema de gran importancia y no debe presumirse 
un asunto fácilmente. Una línea de facto podría, en determinadas 
circunstancias, corresponder a la existencia de una frontera convenida 
jurídicamente o tener más bien el carácter de una línea provisional o 
de una línea para un propósito específico y limitado (…). Incluso si ha 
habido una línea provisional que se ha considerado útil durante un 

44	 Ver párr. 8 de la Declaración de la jueza Sebutinde. (Traducción propia).

45	 Ver la Declaración del juez Donoghue.

46	 CIJ, Diferendo territorial y marítimo entre Nicaragua y Honduras en el Mar del Caribe, op. cit., párrs. 
202 y 273. 
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cierto tiempo, esto es algo completamente distinto a la existencia de 
una frontera internacional47.

En el caso de Perú contra Chile, bastó el Convenio de 1954 citado y que 
entre 1968 y 1969 se fijaran arreglos sobre los faros, para que se entendiera 
confirmada la existencia de límites preexistentes. 

2.2. La aplicación del principio de equidistancia a partir de las 80 millas
La Corte enfrenta dos posibles escenarios cuando se trata de la delimitación 
de una frontera marítima o terrestre. En caso de que ya exista un tratado 
de límites, no podría establecer ningún límite marítimo, salvo que haya una 
discusión sobre la interpretación de los alcances del tratado. Por eso, antes 
de fijar los límites marítimos, la Corte debe investigar si existen tratados de 
límites o si de los tratados en vigor se puede interpretar que se configura un 
límite marítimo. En el presente caso, la Corte, bajo una interpretación basada 
en la existencia de un acuerdo tácito, consideró que era clara la presencia de 
un límite marítimo que “va más allá de las 12 millas”. La Corte indicó que tal 
límite comenzaba en el paralelo en el Hito N° 148. De no existir un tratado, 
probablemente se habría fijado con una línea bisectriz que partiría de un hito 
más cercano a la costa.

El método basado en el principio de equidistancia que emplea la Corte para 
trazar límites marítimos no es de nueva data49. En casos anteriores, como el 
fallo de la controversia territorial y marítima Nicaragua contra Colombia del 19 
de noviembre de 2012 y el fallo en el caso Nicaragua contra Honduras de 2008, 
la Corte estableció pasos para delimitar las fronteras marítimas. En primer 
lugar, fija una línea provisional de delimitación equidistante. En segundo lu-
gar, evalúa si hay circunstancias especiales que impliquen una variación sobre 
esta construcción hipotética. En el caso Perú contra Chile, el demandante ha-
bía sostenido que, en el caso en discusión, no hay circunstancias especiales a 
tomar en consideración, lo que fue acogido por el razonamiento del fallo50. En 
un tercer momento del análisis, el tribunal realiza un test de proporcionalidad 
para comprobar si la proyección de la línea trazada genera desproporciones 

47	 Ibíd., párr. 253.

48	 CIJ, Diferendo marítimo Perú contra Chile, op. cit., párr. 91.

49	 Ver la Declaración del juez Orrego Acuña en su opinión parcialmente concurrente y parcialmente 
disidente, ibíd., párr. 36. 

50	 Ibíd., párr. 191. 
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respecto de las costas de las partes contendientes51. En realidad, como se ob-
serva, en cada uno de estos pasos, el principio de equidad está presente.

En este caso, se ha empleado el método de la equidistancia desde un punto 
lejano a la costa, la milla 80. No es una cuestión novedosa en el derecho interna-
cional, como señala el fallo de la Corte52. Ello se deriva de la base consuetudina-
ria hasta la milla 80 afirmada por la Corte, siguiendo el paralelo que comienza 
en el Hito N° 1. Como la Corte no ha encontrado mayor evidencia de actividad 
pesquera por la cual se pueda sostener que se encuentran definidos los límites 
más allá de la milla 80 –y, tomando en consideración que, en el actual derecho 
del mar, la zona económica exclusiva se extiende hasta la milla 200–, decidió 
emplear el método de equidistancia a partir del punto en el cual, de acuerdo a 
su razonamiento, ya no había clara definición fronteriza. Los jueces Tomka y 
Skotnikov han cuestionado cómo es que la Corte deriva la extensión del límite 
marítimo fuera del contexto de los documentos de 1947 y 195253 y sin conside-
rar la mención a las 200 millas que hace cada instrumento54.

Por mi parte quisiera señalar, en primer lugar, que era deber de la Corte 
precisar los límites marítimos donde no los había. Si deduce una práctica que 
es capaz de sustentar el paralelo como límite hasta la milla 80, debía deter-
minar cómo se dibujaba el resto de la frontera. En segundo lugar, la Corte, 
en este punto, no hace una interpretación arbitraria del derecho, sino que 
emplea un método propio de su línea jurisprudencial y que está basado en el 
principio de equidad. Su fundamento tiene una proyección hacia el futuro. 
Es decir, busca lograr el escenario más favorable para ambos Estados en sus 
relaciones futuras. 

2.3. Costa seca y triángulo terrestre
Uno de los efectos principales del fallo de la CIJ es que con este se da fin a las 
controversias de delimitación fronteriza entre ambos Estados. No se quiere 
decir con ello que la sentencia tenga efectos sobre la delimitación de la fron-
tera terrestre, porque la CIJ no podía pronunciarse respecto de esta, dado que 
carece de competencia por estar la controversia centrada en la delimitación 

51	 Jiuyong, op. cit., p. 281 y ss.

52	 Para ver la práctica anterior en este punto, CIJ, Diferendo marítimo Perú contra Chile, op. cit., párr. 
183. 

53	 Ver párrs. 3 y 6 de la Declaración del juez Skotnikov. En el último párrafo sostiene que a comienzos de 
1950 Perú realizaba actividad pesquera esporádica hasta la milla 100. 

54	 Ver párr. 6 de la Declaración del juez Tomka.
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marítima. Pero ello no impide que la Corte mencione lo que se acordó –como 
efectivamente hizo– con el fin de evaluar la demanda peruana. En el caso, 
la discusión pendiente con Chile se refería a la frontera marítima y fue por 
ello que el Perú envió la demanda a la Corte. Lo que ha sucedido con la sen-
tencia es que las fronteras marítima y terrestre no coinciden y se genera, de 
este modo, una costa seca. Puede definirse a esta como aquella costa que no 
engendra mar territorial. Tiene carácter excepcional y, generalmente, conven-
cional55.

Ciertamente, la costa seca no es un imposible jurídico. Existen supuestos 
en la misma región latinoamericana en que las fronteras marítimas naturales 
no coinciden con las terrestres. En este sentido, existía el ejemplo del canal 
Beagle, que, de acuerdo con la lectura chilena del artículo tercero del Tratado 
de Límites del 23 de julio de 1881 entre ambos países56, generaba costa seca 
porque bañaba tierras argentinas pero las aguas pertenecían a Chile57. Otro 
supuesto es el del río San Juan de Nicaragua que baña parte de la costa costa-
rricense pero que es de soberanía nicaragüense58.

El denominado “triángulo terrestre” entre Perú y Chile se genera porque la 
frontera terrestre no coincide con la marítima. Como ha indicado el juez Gaja 
en su declaración adjunta a la sentencia, esta situación no es inconcebible:

[L]a coincidencia entre el punto de partida de la frontera terrestre y el 
punto de partida de la frontera marítima evita crear una situación en 
la que, si bien por un tramo limitado de la costa, el mar territorial ad-
yacente estaría bajo la soberanía de un Estado distinto de aquel al que 
pertenece la costa. Este tipo de situación no es inconcebible, pero rara 
vez se recurre en la práctica de los Estados59.

No obstante, varias autoridades chilenas, entre ellos el entonces presidente 
Sebastián Piñera y el canciller, en los días inmediatamente posteriores a la 

55	 Nweihed, Kaldone G., Frontera y límite en su marco mundial: Una aproximación a su “fronterología”, 
(Ediciones de la Universidad Simón Bolívar), 1992, p. 48. 

56	 Difrol.cl, Tratado de Límites de 1881. 

57	 Barboza, Julio, “The Beagle Channel Dispute: Reflections of the Agent of Argentina”, en Chinese Jour-
nal of International Law, Vol. 13 (1), 2014, pp. 147-184.

58	 Querol, María, Estudio sobre los convenios y acuerdos de cooperación entre los países de América 
Latina y el Caribe, en relación con los sistemas hídricos y cuerpos de agua fronterizos, (CEPAL), 2003, 
pp. 48-52.

59	 Ver párr. 4 de la Declaración del juez Gaja. (Traducción propia).
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lectura de la sentencia, afirmaron que, dado que de esta se obtenía que la CIJ 
había fijado la frontera marítima en el Hito N° 1, la frontera terrestre también 
comenzaría en este punto60. Este planteamiento no era nuevo. Ya en 2001 
Chile había argüido esta postura, llegando a colocar una caseta de observación 
para carabineros en el “triángulo terrestre”, que fue retirada como resultado 
de varias notas diplomáticas de protesta del Estado peruano. En todo caso, 
según Chile, el Tratado de Lima de 1929 otorga competencia al presidente de 
Estados Unidos para un arbitraje en que se encargue de solucionar, a través 
de un laudo, la controversia. 

La titularidad chilena sobre el triángulo terrestre no tiene sustento jurídi-
co, dado que no surge del fallo de la CIJ ni tampoco del artículo 2 del Tratado 
de Lima de 192961. Por el contrario, se puede afirmar que el límite terrestre es 
el Punto Concordia. La CIJ ha sido clara en mencionar esta hipótesis:

Las partes reconocen que la frontera terrestre que los separa fue esta-
blecida y delimitada hace más de ochenta años, de acuerdo con el artí-
culo 2 del Tratado de Lima de 1929 (…), que establece que “la frontera 
entre los territorios del Perú y de Chile, partirá de un punto de la costa 
que se denominará “Concordia”, distante diez kilómetros al norte del 
puente del Río Lluta”. El artículo 3 del Tratado de Lima de 1929 estipula 
que la demarcación de la frontera sería confiada a una comisión mixta 
conformada por dos miembros, cada una de las partes designando a 
uno de ellos62.

Además, la misma Corte sostuvo que esta: 

(…) no está llamada a tomar posición respecto a la ubicación del Punto 
de la Concordia, donde empieza la frontera terrestre entre ambas par-

60	 El presidente Piñera declaró: “Ambos países siempre coincidieron que la frontera marítima comenza-
ba en el último punto de la frontera terrestre. Y en consecuencia la confirmación por parte de La Haya 
de que la frontera marítima comienza en el paralelo del Hito Uno ratifica el dominio sobre el triángulo 
terrestre respectivo”. Por su parte, el ministro Alfredo Moreno argumentó que “a nuestro juicio, en 
esta materia no hay elementos pendientes, simplemente nos parece que lo que ha dicho la Corte es una 
reafirmación de lo que Chile dijo: que el límite marítimo se inicia en el paralelo del hito 1 porque ahí 
es donde termina el límite terrestre”. Ver Elcomercio.pe, ¿Por qué Chile no puede condicionar ejecución 
del fallo?, 29 de enero de 2014; latercera.com, Las cinco principales dudas y discrepancias entre Perú 
y Chile tras el fallo de La Haya, 29 de enero de 2014. 

61	 El mismo juez ad hoc Guillaume, nombrado por Chile, sigue esta consideración. Ver el párr. 15 de su 
Declaración. 

62	 CIJ, Diferendo marítimo Perú contra Chile, op. cit., párr. 153. (Traducción propia). 



490

tes. La Corte anota que es posible que el mencionado punto no coincida 
con el punto de inicio del límite marítimo, tal como está definido63.

Se debe recalcar que el único problema fronterizo que había con Chile era 
el marítimo, ya que el límite terrestre había quedado saldado con el Tratado 
de Lima de 1929. Por esa razón, el Perú se mostró en desacuerdo respecto de 
acudir a un arbitraje bajo el auspicio de Estados Unidos, por considerar que el 
tema ya estaba zanjado desde antes. Como ha indicado el presidente Humala, 
el fallo “no prejuzga, ni afecta, la intangibilidad de la frontera terrestre esta-
blecida en el Tratado del 29 ni a los trabajos de la Comisión Mixta de Límites 
de 1929 y 1930, que fijan su inicio en el Punto Concordia”64. En la práctica y 
para evitar tensiones entre ambos países, se ha optado porque esta zona esté 
deshabitada.

El pequeño triángulo terrestre, una zona desértica con costa seca, ocasiona 
una situación extraña desde el punto de vista de la salida al mar, por cuanto 
existe un límite terrestre establecido en el Punto Concordia y un límite marí-
timo a partir del Hito N° 1. El tratado de Lima de 1929 es claro en afirmar que 
existe un límite terrestre ya establecido, por lo que no sería posible identificar 
ambos puntos de inicio de fronteras. 

Además, de las Actas de la Comisión mixta demarcadora peruano-chilena 
de 1930, se deriva que el punto de inicio de la frontera terrestre entre Perú y 
Chile no es el Hito N° 1, sino el Punto Concordia65. Por tanto, no se requiere 
de negociación ni tampoco acudir a arbitraje ante Estados Unidos para definir 
la delimitación terrestre66.

Por otra parte, no es cierto que, luego del fallo, el Perú carezca de todo acce-
so al mar en la zona de Tacna. Esta afirmación no es del todo precisa en tanto 
el límite entre el mar chileno y la zona costeña de Tacna no es precisamente 
la orilla de esta, sino la intersección entre la línea de bajamar y el paralelo de 
latitud sur que atraviesa el Hito N° 167.

63	 Ibíd., párr. 175 (Traducción propia).

64	 Fragmento del discurso del 27 de enero de 2014 que impartió el presidente Ollanta Humala luego del 
pronunciamiento del fallo. Para el discurso completo, ver Diario16.pe, Mensaje a la nación del presi-
dente de la República por el fallo de La Haya, 27 de enero de 2014. 

65	 CIJ, Réplica peruana, Diferendo marítimo Perú contra Chile, 9 de noviembre de 2010, párr. 2.43.

66	 Esta ha sido la posición de la delegación peruana. Ver las declaraciones del excanciller Eduardo Ferrero 
Costa en Rpp.com.pe, Perú no acepta eventual arbitraje de EE.UU. en delimitación con Chile, 4 de junio 
de 2013.

67	 CIJ, Diferendo marítimo Perú contra Chile, op. cit., párr. 176. Abugattas, Gattas, “Lo decidido y lo pen-
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2.4. Implementación del fallo
Debe destacarse que tanto Perú como Chile han realizado esfuerzos enco-
miables por generar un ambiente propicio para el cumplimiento del fallo. La 
sociedad civil y diversos grupos de académicos e intelectuales han secundado 
la iniciativa, lo que ha promovido vínculos que ahora deben profundizarse. 

Con relación a la implementación, desde antes de la emisión del fallo, el 
equipo técnico del Perú ante la Corte indicó que la puesta en marcha del 
resultado debía ser inmediata. Y, en los días posteriores a la lectura de la 
sentencia, se ha insistido en que la implementación puede realizarse sin 
mayores complicaciones, a diferencia de lo que sucedió con la controversia 
de Nicaragua y Colombia, en la que también se resolvía sobre cuestiones 
limítrofes. Por su parte, un sector de las autoridades chilenas afirmó que 
el fallo requería una aplicación gradual y progresiva puesto que se hacían 
necesarias modificaciones legislativas en ambos Estados para materializarlo. 

Ahora bien, es necesario diferenciar entre la obligatoriedad y la implemen-
tación del fallo. La primera surge como efecto jurídico directo del dictado de 
la sentencia de la CIJ y, al ser una obligación jurídica internacional, no puede 
sujetarse a ninguna condición. La implementación, por su parte, requiere de 
pasos adicionales acordados a partir de la III Cumbre de la Comunidad de 
Estados Latinoamericanos y Caribeños (CELAC) y las reuniones 2 + 2 entre la 
canciller peruana Eda Rivas y el canciller chileno Alfredo Moreno, conjunta-
mente con los ministros de Defensa peruano y chileno68.

El cumplimiento de las normas internacionales requiere la puesta en prác-
tica de medidas nacionales de diversa naturaleza destinadas a que aquellas 
tengan plena vigencia en el derecho interno. Se trata de medidas que per-
mitan que el ordenamiento nacional resulte conforme con los compromisos 
internacionales asumidos por los Estados y con las obligaciones que emanan 
de una sentencia de un tribunal como la CIJ. En este sentido, el proceso de 
implementación deviene en elemento infaltable para la plena vigencia del de-
recho internacional. 

La implementación es una herramienta necesaria para la vigencia de nor-
mas del derecho internacional en general. Esta consiste en el conjunto de ac-

diente en torno a la sentencia de la CIJ en el caso relativo al diferendo marítimo entre el Perú y Chile”, 
en Panorama Mundial, Boletín Electrónico del Instituto de Estudios Internacional de la Pontificia 
Universidad Católica del Perú, año 6, N° 30, 2014. Disponible en:

	 http://idei.pucp.edu.pe/boletin/panorama_mundial/boletin_30/docs/2_gattas_abugattas.pdf.

68	 Las reuniones del 2+2 se iniciaron en 2001 y se suspendieron a raíz de la presentación de la demanda 
por parte del Perú ante la CIJ.



492

tos realizados para que el Estado esté en condiciones de cumplir con la norma 
internacional a la que se hubiere obligado y, en consecuencia, es condición 
para su aplicación. A tal efecto, se debe tener en cuenta la naturaleza autoeje-
cutiva o no autoejecutiva de las normas internacionales y, en el ámbito del de-
recho interno, aquellas normas predispuestas en abstracto para la recepción y 
jerarquía de las normas internacionales y, en su caso, aquellas que se adoptan 
en concreto para la efectiva aplicación de la norma internacional. En estos 
términos, se debe partir de la siguiente premisa: el derecho internacional no 
prescribe una técnica determinada de implementación de normas internacio-
nales en los ordenamientos estatales, por lo que impera la libertad de medios. 

Se ha afirmado por algunas voces aisladas desde Chile que, para que el Perú 
realice la implementación de este fallo, sería necesario un cambio constitucio-
nal. En este sentido, el agente chileno Van Klaveren ha sostenido que sería nece-
sario reformar la Constitución peruana, toda vez que este documento consagra 
200 millas de “dominio marítimo” del Perú (artículo 54). Esta figura colisiona-
ría con los derechos de zona económica exclusiva que contempla la Convemar 
y que Chile debe ceder a Perú de acuerdo al fallo de La Haya. En una posición 
similar, el canciller chileno Alfredo Moreno ha afirmado que Chile aplicará y 
exigirá las libertades de navegación y aeronavegación en la zona económica ex-
clusiva del Perú; para ello será necesario que el Perú adecúe su legislación al 
concepto de zona económica exclusiva, como lo ha exigido la Corte.

Sin embargo, es necesario precisar que todos los Estados del mundo se 
rigen, en materia marítima, por casi las mismas normas. Y es que varias de 
las disposiciones de la Convemar coinciden con el derecho consuetudinario69. 
Por tanto, no sería necesario cambiar el término “dominio marítimo” de la 
constitución peruana como prerrequisito para implementar el fallo de la CIJ. 
En este sentido, el embajador Allan Wagner ha declarado en representación 
del Estado peruano ante la Corte que, cuando se emplea esa terminología, se 
hace referencia al mar territorial y a la zona económica exclusiva70. En ese 
sentido, el término “dominio marítimo” no resulta incompatible con el dere-
cho internacional.

69	 Iglesias Berlanga, Marta y Gutiérrez Castillo, Víctor Luis, “Competencias del Estado sobre los espacios 
marinos, canales, ríos y lagos internacionales”, en Sánchez, Víctor (dir.), Derecho internacional públi-
co, (Huygens), 2012, p. 230.

70	 Elcomercio.pe, ¿Por qué Chile no puede condicionar la ejecución del fallo?, op. cit. Allan Wagner sos-
tuvo que “el término dominio marítimo usado en la Constitución peruana es aplicado de una manera 
consistente con las zonas marítimas propuestas en la convención de 1982. La Corte toma nota de esta 
declaración que expresa un compromiso formal por Perú”.
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A su vez, la CIJ reconoció este aspecto, lo cual constituye un elemento a 
considerar a fines de la implementación de la sentencia. En consecuencia, 
la sentencia no tiene como condición la modificación de la Constitución pe-
ruana, así como tampoco es necesario que el Estado peruano sea parte de 
la Convención Montego Bay para que se produzcan los efectos jurídicos del 
fallo. En esta misma línea, Eduardo Ferrero Costa ha indicado que en las ne-
gociaciones de la Constitución de 1993, cuyo origen no es lejano en el tiempo 
a la Convemar de 1986, ya se tenía plena conciencia de que aquella se estaba 
aprobando sin perjuicio de esta71.

Asimismo, es pertinente indicar que las sentencias de límites marítimos 
se diferencian de aquellas que establecen límites terrestres en que las prime-
ras son atributivas, es decir, generan soberanía y jurisdicción inmediata72. Por 
tanto, la sentencia ya se está ejecutando y la ejecución no es un acto inamis-
toso, sino que es necesario para reconocer tanto las coordenadas exactas de 
las líneas que surgen de la unión de los puntos A, B y C, por la importancia 
ictiológica e hidrobiológica de la zona. La fijación de coordenadas no es una 
condicionante para el fallo, sino una tarea que debía realizarse y ya se realizó.

2.5. Fijación de coordenadas en el caso 
Sin suponer el desconocimiento del espacio marítimo que la CIJ ha otorgado 
a ambos Estados, las coordenadas proporcionan mediciones precisas en el 
mar. No obstante ello, el mapa que aparece en la sentencia (ver supra) estable-
ce un espacio utilizable en la zona respectiva de ambos Estados, sin emplear 
una coordenada precisa.

Perú y Chile tuvieron que hacer su propio levantamiento cartográfico a 
partir del establecimiento de las coordenadas e intercambiar información 
para hacer los ajustes pertinentes. Esta operación no hubiera podido implicar 
la formación de comisiones burocráticas que atentaran contra el principio 
de buena fe, extensible también al cumplimiento de un fallo de un tribunal 
internacional. 

Las coordenadas a fijarse fueron las líneas que recorren los puntos A, B y C 
del mapa. Se trató de una operación de medición que implicó el trabajo conjun-
to de los gabinetes. El resultado se elevó a actas el 25 de marzo de 2014 en el 

71	 García Belaúnde, Domingo, Constitución y dominio marítimo, Universidad Nacional Mayor de San 
Marcos, (Instituto Iberoamericano de Derecho Constitucional), 2001, pp. 32-38.  

72	 Radioexitosa.pe, Rodríguez Cuadros, “Tacna no perdió, es la que menos ha ganado” (Audio), 3 de febre-
ro de 2014. 
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Palacio de Torre Tagle, en Lima. Para realizar la medición de las coordenadas, 
la Marina de Guerra del Perú efectuó el trabajo de cartografía a través de la 
“Guardiamarina San Martín” y otras naves –entre ellas, el buque de investiga-
ción científica B.A.P. “Melo”–, las cuales cumplieron con la función de control 
y vigilancia de las actividades en la nueva zona adquirida y en el denominado 
“triángulo exterior”73, además de los estudios de reconocimiento geográfico y de 
los recursos ictiológicos e hidrobiológicos. Luego de ello, se realizó una explora-
ción en el denominado “triángulo interno”, el área de mar de aproximadamente 
38.000 km2 comprendida entre el paralelo que sigue el Punto Concordia y la 
línea equidistante pretendida por el Perú, ambas hasta la milla 20074. Por su 
parte, un equipo técnico de Chile también realizó la medición de las coordena-
das, para luego intercambiarlas con sus pares peruanos. Se trató de una medi-
ción en conjunto y de acuerdo con las técnicas correspondientes. En este punto, 
ambos países han demostrado un gran respeto al acatamiento del fallo. 

De todo lo indicado, se puede resumir la posición de las partes y de la Corte 
en el siguiente cuadro: 

Declaración  
de Santiago (1952)

Convenio sobre Zona 
Especial Fronteriza Marí-
tima(1954)

Delimitación

Chile Establece límite  
marítimo.

La existencia de una 
frontera establecida fue 
aceptada y asumida.

Paralelo. Hito Nº 1

Perú No establece límite  
marítimo.

Objetivo del Convenio era 
“específico y limitado”.

Línea equidistante. Punto 
Concordia

CIJ Acuerdo respecto de los 
límites de ciertas zonas 
marítimas insulares. No 
acuerdo de frontera marí-
tima lateral.

(Párr. 62).

Reconocimiento expreso 
de las partes sobre exis-
tencia de un límite marí-
timo solo puede reflejar 
un acuerdo tácito al que 
llegaron previamente. 
Acuerdo tácito. 

(Párr. 91).

Paralelo hasta las 80 
millas y partir de ese 
punto, en dirección su-
doeste, trazo de una línea 
bisectriz equidistante 
a las líneas de base de 
ambos países hasta las 
200 millas.

Fuente: Elaboración propia

73	 El cual había sido considerado como alta mar por Chile y que la Corte, sin hacer una alusión específica 
a este término, reconoce dentro de las 200 millas peruanas proyectadas desde las líneas de base.

74	 Debe precisarse que el concepto ha sido muy empleado por los medios de prensa, pero no corresponde 
propiamente al derecho internacional y variaría en dimensiones a partir de la nueva frontera establecida.
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3. Efectos de la sentencia y camino hacia la paz

El fallo de la Corte del 27 de enero de 2014 cierra un importante capítulo de 
nuestra historia conjunta y comienza otro que debe apuntar a la cooperación 
multidireccional. En este sentido, tiene una relevancia fundamental para la 
configuración del futuro de las relaciones internacionales entre Perú y Chile, 
no solo en términos de la determinación de las fronteras (que ya quedaron 
establecidas), sino también de una mejor convivencia entre las poblaciones de 
ambos Estados, especialmente aquellas ubicados en las zonas limítrofes y que 
experimentan el flujo migratorio. Debe tenerse en cuenta que la convivencia 
pacífica entre el Perú y Chile no es solamente deseo de los gobiernos actuales, 
sino que se presenta como una aspiración política de ambos Estados y de sus 
respectivas poblaciones. 

La lectura de la sentencia revela que los criterios adoptados por la Corte 
son jurídicos y ostentan, en general, un alto nivel técnico en lo relativo al 
derecho del mar. Si bien varios aspectos pueden ser objeto de discusión, el 
resultado final del fallo ya está dado y es necesario que Perú y Chile actúen 
como han procedido frente a todo el proceso ante la CIJ, es decir, con respeto 
y transparencia.

Si bien el resultado final es muy favorable al Perú en términos geográficos –se 
le reconocen las áreas comprendidas por el triángulo externo y gran parte del 
triángulo interno–, ello no implica que la decisión no haya sido equitativa. La CIJ, 
a través de varios de sus fundamentos jurídicos, ha mantenido el status quo de la 
explotación de recursos marinos en Chile al afirmar que el límite parte del Hito 
N° 1 y se extiende por el paralelo hasta la milla 80. Además, al declarar el Perú que 
su normativa interna, partiendo del artículo 54 de su propia Carta constitucional, 
se acomoda a la Convemar, implica que Chile puede transitar a través de aguas 
peruanas. Así, de conformidad con este tratado y el derecho consuetudinario, 
Chile puede recorrer el mar territorial del Perú por medio del paso inocente o 
transitar por la zona económica exclusiva a través de la libre navegación. Además, 
la repartición de las zonas marinas otorga un espacio a Chile rico en anchoveta 
y una producción cuantiosa de harina de pescado, mientras que ofrece a Perú 
la oportunidad de desarrollar la pesca industrial75. En este sentido, el fallo tiene 
consecuencias que constituyen una excelente oportunidad para lograr un fortale-
cimiento del desarrollo comercial y pesquero de y entre ambos países.

75	 Entre los tipos de pescado que se obtendrían de la pesca industrial están el jurel, la caballa, el perico, 
el pez espada, la pota, el bacalao de profundidad y la centolla. 
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En el escenario post La Haya, se requiere que ambas partes ejerzan sus 
derechos de soberanía sobre las correspondientes zonas que la CIJ ha reparti-
do. Una vez trazadas las coordenadas de acuerdo al derecho internacional, se 
prepara una vía hacia la integración de países hermanos, especialmente en el 
marco de la Alianza del Pacífico76. 

Se trata, además, de una victoria del derecho frente a la violencia77. En 
efecto, la obligación de acudir a los medios pacíficos de solución de contro-
versias (artículo 2 párrafo 3 de la Carta de la ONU) surge como corolario de la 
prohibición de la amenaza y el uso de la fuerza (artículo 2 párrafo 4 de la mis-
ma Carta). En ese sentido, generada una controversia, se activa la obligación 
internacional del arreglo pacífico tal y como ha sido plasmada en esa Carta78, 
en otros instrumentos regionales79 y en instrumentos de soft law80. Se trata, 
por tanto, de una obligación erga omnes que aparece como corolario directo de 
la prohibición contenida en el artículo 2 párrafo 4.

En este ámbito, ambos Estados han mostrado su convicción por la solu-
ción de controversias a través del derecho internacional, convicción que se va 
haciendo cada vez más fuerte en Latinoamérica por su respeto de los tratados 
y las costumbres internacionales. Si bien existen tensiones iniciales que son 
propias de la pérdida o ganancia de territorio, lo cierto es que la vía hacia la 
amistad y la paz es cada vez más convincente. 

En este sentido, considero que la controversia de delimitación marítima 
entre el Perú y Chile constituye una importante muestra de cómo Estados de 
la región acuden a las más altas instancias internacionales para solucionar 
sus problemas de fronteras. Ello constituye un ejemplo de que en Latinoa-
mérica existe una tendencia general por la solución pacífica de controversias 
internacionales y por el cumplimiento de los dictámenes de la CIJ. 

76	 Sobre los aspectos principales de este proceso de integración económico, ver García, Jaime, “Alianza 
del Pacífico ¿Hacia dónde vamos?”, en Agenda Internacional, año XX, N° 31, 2013, pp. 43-54.

77	 Como ha subrayado el ministro ecuatoriano de Seguridad, Homero Arellano, “La paz en América 
Latina es un ejemplo para el mundo. En otras latitudes la gente está muriendo por límites, por kiló-
metros más, por kilómetros menos, mientras acá en la región le apostamos a la paz”. Ver Andes.info.ec, 
Ecuador aplaude “la responsabilidad histórica” de Chile y Perú frente al fallo de La Haya que determina 
límites marítimos, 29 de enero de 2014. 

78	 Ver el art. 2.5 de la Carta de la ONU. En la práctica del Consejo de Seguridad, ver la Resolución 822 del 
30 de abril de 1993, en la que este órgano encargado del mantenimiento de la paz y seguridad interna-
cionales reafirma, para el caso de la injerencia de la República Armenia en la República Azerbaiyana, 
“la inviolabilidad de las fronteras internacionales y la inadmisibilidad del uso de la fuerza para adquirir 
territorio”. Esta resolución fue reafirmada posteriormente en la Resolución 853. 

79	 Ver el artículo 3.i de la Carta de la OEA, artículo 4.e del Acta Constitutiva de la Unión Africana y el 
artículo V de la Carta de la Liga de los Estados Árabes. 

80	 Ver, por ejemplo, la Resolución 2625 de 1970 de la Asamblea General de la ONU y la Declaración de 
Manila sobre el Arreglo Pacífico de Controversias Internacionales del 15 de noviembre de 1982. 
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